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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.
El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 1ª instancia – 15 de agosto de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Concede amparo 

Radicación Nro. :
66001-22-13-000-2017-00750-00

Accionante: 
ANDRÉS FELIPE PERALTA RESTREPO
Accionado:
SECCIONAL SANIDAD RISARALDA DE LA POLICÍA NACIONAL

Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas: 
DERECHO A LA SALUD / REALIZACIÓN DE PROCEDIMIENTO QUIRÚRGICO. [E]l caso de ahora involucra a una persona que, de acuerdo con lo que enseña la foliatura, pasa por un serio quebranto de salud por el cual requiere la atención referida, en aras de proseguir con el tratamiento que sea de rigor, cuya efectiva falta de autorización y materialización, pone en riesgo la salud del paciente. No se olvide, además, que aquí está de por medio, el diagnóstico definitivo, a partir de cuyos resultados se podrá determinar el verdadero estado del demandante, como así lo refiere en su libelo y la necesidad de retirar el conducto renal insertado, así como los procedimientos, medicamentos u otros servicios que sean adecuados para continuar con su adecuado tratamiento, sin riesgos adicionales. En este sentido, con suficiencia la Corte Constitucional ha hecho hincapié de tiempo atrás, sobre la necesidad y urgencia del mismo.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

          SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, agosto quince de dos mil diecisiete
Expediente 66001-22-13-000-2017-00750-00
Acta N° 417 de agosto 15 de 2017
Decide la Sala la acción de tutela promovida por Andrés Felipe Peralta Restrepo contra la Seccional  Risaralda  Sanidad de la Policía Nacional, a la que fue vinculada la Dirección de Sanidad de la misma institución.
ANTECEDENTES

Andrés Felipe Peralta Restrepo, quien actúa en su propio nombre, acudió a esta vía en aras de la protección de los derechos constitucionales fundamentales “a la salud, vida digna, seguridad social en salud”, de los que es titular y que estima conculcados por la Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional.

Relató, en síntesis, que el médico urólogo le expidió el 29 de junio de 2017 orden para examen de diagnóstico con relación a “pielografía retrograda mediante colocación de catéter uretral por cistoscopia”, pero hasta la fecha ha sido imposible obtener la autorización del caso; los documentos que radicó inicialmente se extraviaron en la entidad y fue necesaria una nueva radicación de los mismos; ha ido en varias ocasiones a la Clínica Comfamiliar para que se emita una cotización del servicio requerido, y luego de algunos inconvenientes se le indica que no ha sido posible tener contacto con Sanidad; que el examen solicitado es de carácter prioritario para verificar el retiro de un tubo de nefrostomía percutánea que tiene insertado y que, según criterio médico, cumplió su tiempo útil y está generando una fibrosis por rechazo de conducto renal.
Pidió, en consecuencia, el amparo de los derechos reclamados y que se ordene la práctica de dicho examen diagnóstico, así como la prestación de un tratamiento integral relacionado con la afección que presenta.

Con la demanda, entre otros documentos, aportó copias de la respectiva indicación médica.
A la solicitud se le dio el trámite y se corrió traslado por el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa. Así lo hizo el Jefe Seccional Sanidad, quien expresó que la entidad, con el fin de garantizar la prestación de los servicios asistenciales a sus usuarios, ha dispuesto los recursos necesarios para brindar la atención médica, odontológica, quirúrgica y farmacéutica pertinente; no se le ha negado el servicio al usuario, sin embargo, en las instalaciones de la Seccional solo se manejan servicios de primer nivel ambulatorio y se hace necesario contratar con otras instituciones; que se adelantan todos las gestiones necesarias para que la Dirección de Sanidad (Nivel Central) autorice el procedimiento solicitado, acorde con los parámetros establecidos para ello; de manera que una vez cuenten con el aval, se informara al paciente de lo pertinente.
Con esa respuesta se ordenó la vinculación de la Dirección de Sanidad. 
Seguidamente, el Jefe Seccional, dio cuenta de que se expidió la autorización para efectos de llevar a cabo lo requerido por el actor.

Se pronunció el director de Sanidad para dar cuenta de sus funciones y competencias dentro de la estructura orgánica del Ministerio de Defensa Nacional, apoyado en la normativa vigente sobre el particular y, con fundamento en ello, precisó que es en consecuencia, la Seccional Sanidad Risaralda, la obligada a la prestación del servicio demandado.

CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

  



En ejercicio de esa garantía, acudió Andrés Felipe Peralta Restrepo, en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, teniendo presente que no ha sido posible la materialización del examen de “PIELOGRAFÍA RETROGRADA mediante colocación de catéter uretral por cistoscopia” dispuesto por el especialista tratante.

Se sabe que el derecho a la salud es fundamental, según lo viene precisando de antaño la máxima corporación constitucional
 y  lo reconoce ahora el artículo 2° de la Ley 1751 de 2015, aspecto sobre el que nada se controvierte, como tampoco sobre la necesidad de lo ordenado por el profesional de la medicina que atiende al demandante, al punto que durante el presente trámite se comunicó sobre la gestión adelantada para procurar su satisfacción (f. 21), aunque el interesado no ha tenido noticia sobre el particular, como lo deja ver la constancia de folio 26 vuelto.
  



Precisamente, el caso de ahora involucra a una persona que, de acuerdo con lo que enseña la foliatura, pasa por un serio quebranto de salud por el cual requiere la atención referida, en aras de proseguir con el tratamiento que sea de rigor, cuya efectiva falta de autorización y materialización, pone en riesgo la salud del paciente. 
  



No se olvide, además, que aquí está de por medio, el diagnóstico definitivo, a partir de cuyos resultados se podrá determinar el verdadero estado del demandante, como así lo refiere en su libelo y la necesidad de retirar el conducto renal insertado, así como los procedimientos, medicamentos u otros servicios que sean adecuados para continuar con su adecuado tratamiento, sin riesgos adicionales. En este sentido, con suficiencia la Corte Constitucional ha hecho hincapié de tiempo atrás, sobre la necesidad y urgencia del mismo. En uno de tantos pronunciamientos, recordó en la sentencia T-248 de 2016: 
 

En múltiples pronunciamientos, esta Corporación ha determinado que el derecho fundamental a la salud no se agota con la atención, los tratamientos o la entrega de los medicamentos, sino, también, con el derecho a un diagnóstico efectivo
.  

Esta Corte ha definido el derecho al diagnóstico como la garantía que tiene el paciente de “exigir de las entidades prestadoras de salud la realización de los procedimientos que resulten precisos con el objetivo de establecer la naturaleza de su dolencia para que, de esa manera, el médico cuente con un panorama de plena certeza sobre la patología y determine ‘las prescripciones más adecuadas’ que permitan conseguir la recuperación de la salud, o en aquellos eventos en que dicho resultado no sea posible debido a la gravedad de la dolencia, asegurar la estabilidad del estado de salud del afectado” 
.

El derecho al diagnóstico involucra la determinación con precisión y certeza de cuál es el estado de salud del paciente y de cuáles son las condiciones médicas que lo aquejan. Ello con el fin de buscar los mecanismos adecuados para detener los padecimientos y poder brindarle la atención integral. Así lo ha expuesto esta Corporación: 

“El concepto de un médico, esto es, el diagnóstico, es esencial para determinar los servicios en salud, por cuanto es la persona capacitada para definir con base en criterios científicos y, previo análisis al paciente, la enfermedad que padece y el procedimiento a seguir. Así, la realización del diagnóstico es un derecho, al ser un requisito necesario para garantizar la prestación de los servicios que se requieren para recuperar la salud” 
.
La Corte ha sostenido que el derecho al diagnóstico está integrado por tres componentes, estos son: (i) la práctica de pruebas y estudios ordenados relacionados con los síntomas que presenta el paciente, (ii) la revisión de los exámenes de manera oportuna y (iii) la prescripción por el médico tratante de los medicamentos o tratamientos tendientes a curar los síntomas del paciente, disponiendo de la ciencia médica y los recursos disponibles
. 

En ese sentido, la jurisprudencia constitucional ha indicado que el derecho al diagnóstico “se vulnera cuando la EPS o sus médicos adscritos se rehúsan o demoran la determinación del diagnóstico y la prescripción de un tratamiento para superar una enfermedad. En estos casos, esta Corporación ha concluido que al paciente le asiste el derecho a que le determinen lo necesario para conjurar la situación y por ende la EPS debe en cabeza de su personal médico, especializado de ser el caso, emitir respecto del paciente un diagnóstico y la respectiva prescripción que le permita iniciar un tratamiento médico dirigido a la recuperación de su salud o al alivio de su dolencia
”
.
De lo expuesto se colige que, la entidad prestadora de salud, independientemente del régimen al cual se encuentre afiliado el paciente, debe brindar una atención integral y de calidad, además, tiene la obligación de emitir un diagnóstico certero y, basado en ello, suministrar los tratamientos y medicamentos que sean necesarios para atender ese determinado estado de salud. Cuando el derecho al diagnóstico esté en amenaza de ser vulnerado, es procedente la acción de tutela, toda vez, que este está íntimamente ligado con el derecho fundamental a la salud y a la vida digna. 

  



Así que, siguiendo esas directrices, no queda alternativa diversa a la de conceder el amparo deprecado y ordenar a la Seccional Sanidad Risaralda,  por intermedio del Jefe de la entidad, Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza, o quien haga sus veces, que proceda, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, a adelantar y materializar las gestiones necesarias para que al accionante le sea finalmente practicada la “pielografía retrograda mediante colocación de catéter uretral por cistoscopia”,  lo cual deberá materializarse, en todo caso, en un plazo no mayor a diez (10) días. 
  



De igual forma, atendiendo las circunstancias que rodean el asunto, que han conllevado una falta de atención oportuna y eficaz, en relación con el servicio ordenado por el especialista tratante, por situaciones que carecen de justificación, en perjuicio de la salud del actor, se accederá a la prestación del tratamiento integral deprecado, en relación con el procedimiento y todo lo que de él se desprenda. 
  



Se negará la solicitud de que el procedimiento sea efectuado por los profesionales que específicamente se señalan en la demanda, como quiera que de lo que se trata es de asegurarle al paciente la prestación del servicio que requiere, y además, ninguna razón de peso se expone que permita concluir que deben ser ellos y no otro profesional el que preste el servicio. 
  



Se absolverá a la Dirección de Sanidad por no hallar de su parte trasgresión alguna frente a los derechos reclamados, ya que, como se dijo, la obligación recae en la Seccional.  




DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONCEDE el amparo impetrado por Andrés Felipe Peralta Restrepo, frente a la Seccional Sanidad Risaralda de la Policía Nacional.  
En consecuencia,  
  



1.  Se ordena al Jefe Seccional de la entidad, Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza, o quien haga sus veces, proceda dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, proceda dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, a adelantar las gestiones necesarias para que al accionante le sea practicado el procedimiento “PIELOGRAFÍA RETROGRADA MEDIANTE COLOCACIÓN DE CATÉTER URETRAL POR CISTOSCOPIA”, lo cual deberá materializarse, en todo caso, en un plazo no mayor a diez (10) días. 
  



2.  Se ordena la prestación de un tratamiento integral, en relación con el resultado que se obtenga de ese servicio. 

De las gestiones realizadas se dará cuenta a esta Sala.

 



3. Se niega la solicitud encaminada a que dicho procedimiento sea realizado por los médicos indicados por el actor.

  



Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso archívese. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 
                       DUBERNEY GRISALES HERRERA

�  Sentencias T-016 y T-760 de 2007


� Corte Constitucional Sentencias T-366 de 1992, T-849 de 2001, T-775 de 2002, T-867 de 2003, T-364 de 2003, T-343 de 2004, T-178 de 2003, T-101 de 2006, T-346 de 2006, T-887 de 2006.


� Corte Constitucional, Sentencia T-1181 de 2003 M.P. Jaime Araujo Rentería. 


� Corte Constitucional, Sentencia T-1092 de 2012 M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 


� Corte Constitucional, Sentencia T-717 de 2009 M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 


� T-050 de 09 reiterada en T-452 de 10, T- 841 de 11.


� Sentencia T-1092 de 2012.
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